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Neiva, Huila, 29 septiembre 2026 
 

 
SEÑOR(A) JUEZ CONSTITUCIONAL DE NEIVA (REPARTO) 

E. S. D. 
 

 

Accionante: LUISA FERNANDA DIAZ LAVAO C.C 1.075.244.662 

Accionadas: PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN y UNIVERSIDAD DE 

ANTIOQUIA (OPERADOR CONCURSO DE MERITOS) 

 

REF: Acción de Tutela Por la vulneración a los derechos fundamentales debido 

proceso administrativo, acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, 

igualdad, buena fe y confianza legítima. Con solicitud de medida provisional 

 

Yo, LUISA FERNANDA DIAZ LAVAO, mayor de edad, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 1.075.244.662, actuando en nombre propio, interpongo acción de tutela 

contra la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN y la UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, por 

la vulneración de mis derechos fundamentales al debido proceso administrativo, al 

acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, a la igualdad, a la buena fe y a la 

confianza legítima. La vulneración se produjo porque, pese a que pagué oportunamente 

mediante PSE los derechos de participación en el Concurso de Méritos Procuraduría 

General de la Nación 2026, la integración entre la pasarela eCollect y la plataforma del 

concurso no reflejó el pago dentro del plazo y me impidió habilitar la inscripción y cargar 

los documentos exigidos. 

1. Solicitud de medida provisional 

Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito que, desde la 

admisión de esta tutela y mientras se adopta una decisión definitiva, se ordene a las 

accionadas conservar mi posibilidad de participación y habilitar temporalmente mi 

usuario durante un término no inferior a veinticuatro (24) horas para completar el 

formulario y cargar los documentos. Subsidiariamente, solicito ordenar que se reciban y 

custodien por correo electrónico o por el canal que disponga el despacho, sin valorarlos 

hasta el fallo. 

La medida es urgente porque el concurso continúa avanzando y el cierre de etapas 

puede tornar ineficaz la protección. Es idónea y proporcional: no me asigna puntaje, no 

altera el mérito, no desplaza a otro aspirante y solo evita que una falla de 

interoperabilidad atribuible al sistema haga irreversible mi exclusión. 

2. Hechos 

1. La Procuraduría General de la Nación adelanta el Concurso de Méritos 2026 con 

apoyo u operación de la Universidad de Antioquia, conforme a Resolución No.076 del 

26 de marzo de 2026. 
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2. Me registré en la plataforma del concurso con el usuario No. 429784 y tenía la intención 

cierta de inscribirme al empleo identificado como Profesional universitario, Código 

de Convocatoria: 219-2026. 

3. Según las reglas publicadas, el pago del PIN o de los derechos de participación era 

requisito para habilitar la inscripción y permitir el cargue de los documentos. El plazo 

vencía el 18 de septiembre de 2026 a las 4:00pm. 

4. El 18 de septiembre de 2026, realicé el pago por PSE desde NEQUI. La transacción 

fue aprobada por la entidad financiera, por valor de CINCUENTA Y OCHO MIL 

CUATROCIENTOS PESOS ($58.400). El comprobante registra la transacción mediante la 

plataforma ecollect transacción No. 171246029 / NEQUI con referencia M16770647, 

correspondiente a los derechos de participación. 

5. El pago se efectuó dentro del plazo establecido pese a las continuas intermitencias de 

la página web. Al tratarse de PSE, el sistema confirmó la aprobación financiera. 

Cumplí así la actuación que estaba bajo mi control para continuar con la inscripción.  

6. Sin embargo, la plataforma de la Procuraduría y/o del concurso no reflejó 

oportunamente el pago y mantuvo inhabilitada la opción necesaria para completar 

la inscripción y cargar los documentos, toda vez que salía un letrero “error de 

validación de ecollet” 

7. Intenté ingresar y actualizar el sistema. Pese a ello, la habilitación no ocurrió antes del 

cierre, por lo que quedé materialmente imposibilitada para culminar el trámite. 

8. La falta de inscripción no obedeció a negligencia, ausencia de pago, insuficiencia de 

fondos ni actuación tardía de mi parte. Se originó en la demora de reporte o 

sincronización entre eCollect y la plataforma dispuesta por las accionadas. 

9.  Mi exclusión por una contingencia tecnológica ajena a mi control me impide 

competir, aunque pagué dentro del plazo y puedo aportar los documentos que la 

plataforma no permitió cargar. 

10.  La situación exige protección inmediata porque las etapas del concurso son 

sucesivas y el avance del proceso amenaza con consolidar mi exclusión antes de que 

otro medio judicial produzca una decisión útil. 

3. Derechos fundamentales vulnerados 

Debido proceso 

El artículo 29 de la Constitución dispone que el debido proceso se aplica a toda clase de 

actuaciones judiciales y administrativas. En un concurso de méritos, este derecho exige 

que la administración observe las reglas de la convocatoria, aplique criterios objetivos, 

permita el ejercicio efectivo de las oportunidades procedimentales y no traslade al 

aspirante las consecuencias de fallas imputables a los instrumentos tecnológicos 

escogidos para gestionar el trámite. 

Reconozco que la convocatoria vincula tanto a la administración como a los 

participantes. Precisamente por ello, no solicito desconocer el plazo ni obtener una 

excepción fundada en una omisión personal. Pagué dentro del término; la barrera surgió 

después, cuando el sistema no registró a tiempo una transacción ya aprobada. Equiparar 

este supuesto al de quien no pagó o no intentó inscribirse desconoce la realidad 
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acreditada y convierte una herramienta tecnológica en un obstáculo desproporcionado 

para el ejercicio del derecho. 

Acceso al desempeño de funciones y cargos públicos y principio de mérito 

El artículo 40 numeral 7 de la Constitución reconoce el derecho de todo ciudadano a 

acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, y el artículo 125 establece el 

mérito como regla de acceso a la carrera. La jurisprudencia constitucional ha explicado 

que, cuando existe un concurso, el acceso a cargos públicos adquiere carácter 

fundamental en conexión con la igualdad y el debido proceso. La tutela solicitada 

protege, y no desconoce, el mérito: únicamente busca que pueda ser evaluada en las 

mismas condiciones que quienes sí lograron completar el trámite, sin garantizar admisión 

definitiva, puntaje ni nombramiento. 

Igualdad 

El artículo 13 constitucional exige un trato igual para quienes se encuentran en 

condiciones equivalentes. Aunque cumplí oportunamente el pago, quedé en una 

situación más gravosa que los aspirantes cuyo reporte sí fue sincronizado a tiempo. La 

diferencia de trato no se relaciona con el mérito, la capacidad, el cumplimiento de 

requisitos ni una conducta atribuible a mí, sino con el funcionamiento contingente de los 

sistemas dispuestos por las accionadas. 

Buena fe y confianza legítima 

Conforme al artículo 83 de la Constitución, las actuaciones de los particulares y de las 

autoridades deben ceñirse a la buena fe. La confirmación de que la transacción fue 

“APROBADA por la Entidad Financiera” generó una expectativa legítima de que el pago 

oportuno sería reportado y de que podría continuar el trámite. No resulta compatible con 

la buena fe que el usuario soporte íntegramente el riesgo interno de conciliación o 

comunicación entre la pasarela y la plataforma, cuando siguió el canal oficial y conserva 

prueba de aprobación dentro del término. 

Imputación de la falla y proporcionalidad de la solución 

Las entidades que adoptan medios electrónicos para tramitar un concurso deben 

administrar los riesgos ordinarios de disponibilidad, integración y trazabilidad del sistema, y 

ofrecer mecanismos razonables de contingencia. La exigencia de respetar los plazos no 

autoriza a ignorar evidencia objetiva de que el aspirante ejecutó dentro del término la 

actuación a su cargo. Ante la trazabilidad del PSE, las accionadas pueden verificar la 

hora de inicio, aprobación, recepción, conciliación y reporte del pago; por eso, la 

respuesta constitucional adecuada es permitir la culminación del trámite, sin modificar los 

requisitos sustanciales de la convocatoria. 

 

4. Procedencia de la acción 

Legitimación por activa y por pasiva 

Estoy legitimada por activa porque soy titular de los derechos invocados. Las accionadas 

están legitimadas por pasiva al dirigir, administrar u operar el concurso y la plataforma 

cuya respuesta tecnológica produjo la exclusión. Solicito vincular a eCollect o a la 
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sociedad operadora de la pasarela para que aporte la trazabilidad completa de la 

transacción y ejerza su derecho de defensa. 

Subsidiariedad 

La tutela es procedente porque necesito una decisión inmediata para evitar que el 

avance del concurso vuelva inocua cualquier protección posterior. Los medios ordinarios 

de control de la jurisdicción de lo contencioso administrativo no ofrecen, en las 

circunstancias actuales, una respuesta suficientemente oportuna para reabrir una etapa 

de inscripción que acaba de cerrar. Esta acción no pretende reemplazar los mecanismos 

ordinarios ni controvertir una simple inconformidad reglamentaria, sino remover una 

barrera tecnológica actual que impidió materialmente participar. 

Inmediatez 

La acción se presenta de manera inmediata, pues los hechos ocurrieron el 18 de 

septiembre de 2026 y la afectación continúa. 

Perjuicio irremediable 

La amenaza es inminente porque el concurso avanza por etapas preclusivas; es grave 

porque supone la pérdida total de la oportunidad de competir por el empleo; requiere 

atención urgente porque, una vez consolidados listados o citaciones posteriores, la 

restitución será más compleja; y la intervención es impostergable para conservar la 

eficacia de un eventual fallo. La habilitación solicitada es limitada, reversible y no afecta 

el derecho de terceros a ser valorados por mérito. 

5. Pretensiones 

1. AMPARAR mis derechos fundamentales al debido proceso administrativo, al acceso al 

desempeño de funciones y cargos públicos, a la igualdad, a la buena fe y a la 

confianza legítima. 

2. ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación y a la Universidad de Antioquia que, 

dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo —o en el 

término menor que el despacho estime necesario—, validen la transacción PSE 

aprobada el 18 de septiembre de 2026 y la apliquen a mi usuario. 

11. ORDENAR que, una vez validado el pago, habiliten mi usuario por un término no inferior 

a veinticuatro (24) horas para culminar la inscripción al empleo como Profesional 

universitario, Código de Convocatoria: 219-2026 y cargar los documentos, dejando 

registro de auditoría de la actuación. 

3. SUBSIDIARIAMENTE, si técnicamente no es posible reabrir el usuario, ORDENAR que 

reciban por un canal alternativo el formulario y los documentos que habría cargado, 

y que los incorporen al concurso con la misma fecha y efectos de una inscripción 

oportunamente culminada, sujetos a la verificación ordinaria de requisitos. 

4.  ORDENAR a las accionadas que se abstengan de excluirme por la falta de 

sincronización del pago, sin exonerarme de ningún requisito sustancial ni otorgarme 

ventaja frente a los demás aspirantes. 

5. ORDENAR la conservación y entrega al despacho de los registros de auditoría 

relacionados con mi usuario y mi transacción, incluidas las horas de generación del 
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recibo, inicio y aprobación PSE, recepción por eCollect, conciliación, reporte a la 

plataforma, accesos, intentos de inscripción, mensajes de error y disponibilidad del 

sistema. 

6. VINCULAR a eCollect o a la sociedad responsable de la pasarela y requerirle la 

trazabilidad técnica y financiera completa de la transacción ecollect transacción No. 

171246029 / NEQUI con referencia M16770647. 

7. ADOPTAR cualquier otra orden necesaria para hacer efectivo el amparo. 

6. Fundamentos normativos 

Constitución Política, artículos 13, 29, 40 numeral 7, 83, 86, 125 y 209; Decreto 2591 de 

1991, especialmente sus artículos 1, 5, 7, 10, 13, 18, 19, 20 y 37; Ley 1437 de 2011, en lo 

pertinente al debido proceso y al uso de medios electrónicos en las actuaciones 

administrativas; y las reglas específicas de la convocatoria. 

Como criterio jurisprudencial general, la Corte Constitucional ha reiterado que las reglas 

del concurso obligan a la administración y a los aspirantes, que el debido proceso debe 

observarse durante todas sus etapas y que el acceso a cargos públicos por mérito se 

conecta con la igualdad. Entre otras, pueden consultarse las sentencias SU-067 de 2022 y 

T-114 de 2022. Antes de radicar, conviene verificar si las reglas particulares de esta 

convocatoria o una decisión posterior contienen un precedente más específico sobre la 

plataforma utilizada. 

7. Juramento 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he presentado otra acción de tutela 

por los mismos hechos, derechos y pretensiones. 

 

8. Competencia 

Es competente el despacho de conformidad con el artículo 86 de la Constitución, el 

artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y las reglas de reparto vigentes, por ocurrir la 

vulneración y producir sus efectos en Neiva, Huila. 

9. Pruebas 

• Comprobante de pago PSE de fecha 18 de septiembre de 2026, por $58.400, 
transacción eCollect / NEQUI con referencia M16770647. 

10. Notificaciones 

Accionante: la accionante recibirá notificaciones al correo luisadiazl139@gmail.com 

Accionados: Procuraduría General de la Nación - Universidad de Antioquia: 

Atentamente, 

 

 

 

LUISA FERNANDA DIAZ LAVAO 

C. C. No. 1.075.244.662 

mailto:luisadiazl139@gmail.com


 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 
 

 

 

 

 

 



 

 

 
 

 

 



 

 

 

 

 
 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 
 

 


